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Introducción 

Sólo  es posible comprender la existencia y sobrevivencia del sistema 
político mexicano en función de tres mecánicas fundamentales: su enorme 
capacidad de negociación con diferentes sectores sociales, el afinamiento de 
los mecanismos de control corporativo y el reformismo electoral. 

Estos mecanismos han jugado la función de válvula de escape a la 
enorme presión social y política que sobretodo se ha expresado en los últimos 
años. E s  evidente el esfuerzo del Estado por llevar los conflictos sociales al 
campo electoral, un terreno que conoce perfectamente y en el cual tiene 
todavía enormes posibilidades de manejar la disidencia política de un marco 
legal antidemocrático. 

Para entender el desarrollo del proceso político actual es importante 
encontrar los hilos del tejido articulados entre los movimientos sociales y los 
procesos electorales de los últimos años. E n  general, las reformas a las 
legislaciones electorales tienen el objetivo de responder a la institucionali- 
zación de las reglas del juego político, a fenómenos que pongan en riesgo la 
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estabilidad del Sistema Político, o de prevenir la 
posibilidad de un descalabro en los comicios. 

A lo largo de este ensayo se revisan dife- 
rentes momentos de la vida de los movimientos 
sociales de los últimos tiempos y se pretende 
encontrar su articulación con las respuestas del 
reformismo estatal. A pesar de que no se ana- 
liza con detalle el C*o Federal de Institucio- 
nes y F’rocedimientos Electorales, sí se apunta 
su sentido restrictivo a las aspiraciones demo- 
cráticas de la sociedad y se señala el riesgo que 
esto representa para la estabilidad política del 
país. 

El pasado que quiso ser  futuro 

E l  sistema político mexicano y s u  larga estabili- 
dad tienen dos pilares fundamentales: el presi- 
dencialismo y el pacto corporativo. Los rasgos 
autoritarios del primero encuentran profundo 
arraigo en nuestra historia nacional desde la 
indiscutible autoridad del “latoano y el Virrey. 
Sólo la generación decimonónica de liberales, 
liderada por Juárez, intentó establecer un siste- 
ma equilibrado de poderes, sancionado por la 
constitución de 1867. Muy pronto algunos de los 
miembros de esa generación se percataron de su 
inoperancia para el fin deseado: sacar al país del 
atraso económico y social. Uno de ellos Poríiio 
Díaz, cavó en los hechos la tumba del sueño 
democrático liberal. Los constituyentes de 1917 
otorgaron a la figura del presidente facultades 
legales que nunca había tenido. Las prerrogati- 
vas extraiegales se irían, con el tiempo, despren- 
diendo de larr anteriores y del rejuego poiítico de 

los años veinte para quedar claramente defini- 
das en los treinta. 

El  pacto corporativo que germina a lo largo 
de la gesta revolucionaria, del que son artífices 
los miembros del grupo de Sonora, alcanza s u  
consolidación con la caída de los sonorenses du- 
rante el ascenso de la quimera cardenista que 
pretende Ia justicia social, en el marco de un país 
capitalista. Este pacto no implica únicamente el 
control autoritario, del que existen muchos 
ejemplos; también se encuentra envuelto por un 
espíritu tutelar y paternal, resultado concreto 
del contenido social de la revolución. Ese espíri- 
tu que permeaba el discurso y la acción estatal 
encontró un terreno fértil en la cultura de la 
sumisión, cuyas raíces se encuentran perdidas 
en el pasado indígena y colonial, y luego la vida 
independiente y el porfiriato fortalecieron a pe- 
s a r  del sue50 democrático de los liberales. 

Estos dos grandes pilares del sistema polí- 
tico fincaron las aiianzas sociales y políticas con 
las masas populares durante el cardenismo, que 
en los cuarentas se transformó en control y en 
los años recientes en plena sumisión. De 1940 
en adelante se afinaron los mecanismos que 
definirían el rostro autoritario del sistema polí- 
tico. Pero la ‘familia revolucionaria” contó con 
el manto ideológico de la legalidad revoluciona- 
ria que todavía alcanzó a cubrir las acciones de 
los gobiernos, que se alejaban cada vez más del 
proyecto popular de la revolución. Ese manto 
permitió a los gobiernos posteriores a 1940 afir- 
marse herederos de la lucha armada, lo cual les 
facilitó articular un modelo de desarrollo que 
benefició en gran medida a unos pocos pero no 
sacó a la mayoría de su postración histórica. Por 
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otra parte las clases subalternas esperaban y 
deseaban que los logros de la revolución las 
alcanzaran. La espera continuó por décadad. 

Ese modelo conocido como “desarrollo esta- 
bilizador” cambió el rostro del país y la concien- 
cia de los mexicanos. Sacrificó al campo y a los 
campesinos en aras de la ilusión industrializa- 
dora, que sacaria a la nación de su postración y 
la lanzaría al mundo como igual entre iguales. 
Lo primero se realizó, la vida urbana fue inva- 
diendo los amplios espacios territoriales y socia- 
les dejando a un lado la vida rural, intentando 
arrinconarla como el recuerdo de un pais que 
fuimos y ya no volveríamos a ser.1 En este 
periodo los sectores medios pasaron de ser un 
núcleo social marginal a un actor social, sin el 
cual no puede concebirse el México actual. T,D- 
mando como criterio el nivel de ingresos, estos 
sectores representaban para 1960 cerca del 5070 
de la población total del país.’ 

Estas clases medias son hijas históricas y 
legítimas del movimiento armado de 1910. Los 
gobiernos “revolucionarios” prohijaron y crearon 
condiciones favorables para s u  desarrollo, tam- 
bién de ahí el Estado se nurtrió de cuadros inte- 
lectuales para echar a andar su maquinaria. El 
sistema recibió de esos sectores medios apoyo, 
sustento y legitimidad, mientras tuviera alguna 
posibilidad de mejoramiento personal y ascenso 
social. A pesar de que en buena medida esas 
expectativas estaban satisfechas, debemos seña- 
lar la eterna contradicción de estos sectores, pues 
llevan dentro de sí el gérmen conservador y a su 
vez el deseo de cambio. Además, en los países peri - 
féricos, importantes núcleos juegan el papel diri- 
gente de profundas transformaciones sociales. 

En el caso de México, lo anterior es eviden- 
te. En la dirección de las transformaciones revo- 
lucionarias de la nación, los sectores medios han 
jugado un papel relevante desde la inde- 
pendencia hasta la revolución. En el México 
posrevolucionario esto ha sido una constante, la 
oposición cívica y electoral más añeja (el Partido 
Acción Nacional) fue fundado y dirigido durante 
muchos años por miembros de esos sectores, 
aunque los empresarios, particularmente los de 
Monterrey, no hayan sido ajenos a su  estructu- 
ración y sostenimiento. La aparición de los li- 
bros de texto gratuitos, en 1957, fue motivo para 
reabrir las heridas hechas durante el cardenis- 
mo por la labor educativa “socialista” y la insis- 
tencia del Estado acerca del laicismo en la edu- 
cación. 

En este frente fue importante la participa- 
ción de las clases medias para oponerse a las 
intenciones laicas del Estado, defendiendo la 
libertad de educación, y en la década de los 
ochenta la ofensiva cívica encabezada por el PAN 
aglutinó amplios sectores de esas clases del nor- 
te del pais. Ahora la izquierda no es la excepción, 
incluyendo a su partido más antiguo, el ya desa- 
parecido Partido Comunista Mexicano, en el 
cual la participación de universitarios en la dé- 
cada de los sesenta y setenta fue notoria. 

El modelo de desarrollo y el sistema políti- 
co, como dos elementos conjugados de un todo 
indisociable, propiciaron el cambio en la estruc- 
tura productiva del país, el surgimiento de nue- 
vos sectores sociales y una amplia movilidad 
social, pero mantuvieron un coto cerrado en el 
ámbito político. La legitimidad que le permitía 
al grupo en el poder ser heredero de la revolu- 
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ción puso por décadas a cualquier opositor en el 
campo de la reacción, y a partir de los sesentas 
a cualquier movimiento ligado a los intereses 
populares del lado del “comunismo inte 
nal”. Muchos de ellos fueron duramente repri- 
midos. 

Los sectores más cercanos al ascenso social 
por medio del quehacer político eran las clases 
medias, pero esta oportunidad se les fue cerran- 
do poco a poco debido a la escasa movilidad de 
los cuadros al interior del aparato político. Como 
expresiones beligerantes de su relego del ascen- 
so social recordemos, sólo como ejemplo, las lu- 
chas magisteriales de fines de la década de los 
cincuenta y principios de los sesenta y el movi- 
miento médico de 1965.4 A pesar de estos ante- 
cedentes sorprendió a todos la inquietud cívica 
de los jóvenes en 1968‘ Fue una rebelión pacifi- 
ca, la violencia se dio provocada por las fuerzas 
represivas. El  movimiento en lo fundamental 
demandaba el cumplimiento de la Constitución. 

Ai Estado se le exigía respetar su propia 
legalidad y de esa manera permitir la existencia 
de espacios políticos democráticos. El  Estado vio 
en este movimiento algo incontrolable, de alto 
riesgo para su sobrevivencia, y la respuesta fue 
la cerrazón y la barbarie. Los sectores medios no 
olvidarían la sangre derramada de sus hijos en 
las lozas centenarias de Tiatelolco. Los núcleos 
populares vieron reflejadas sus aspiraciones en 
el sueño democrático de esa generación que ron- 
daba los veinte años, por eso su solidaridad fue 
cada vez más activa. 

Las repercusiones de este movimiento mar- 
caron a las futuras generaciones. Para el grupo 
en el poder fue una llamada de atención acerca 

de la necesidad de efectuar cambios; para que 
todo siguiera igual, hacía falta abrir válvulas, 
aunque no todos sus miembros lo entendieron 
así. Para la izquierda fue un shock, el movimiento 
la tomó dividida y desprevenida, pero la impulsó a 
una profunda reflexión que daría sus primeros 
frutos en la década siguiente, al empujarla al ca- 
mino de abrir los cauces democráticos en el país. 

Las respuestas del Estado fueron las mi- 
núsculas reformas electorales promovidas por 
Diaz Ordaz y Echeverría para dar derecho 2 
votar a loa jóvenes a partir de los dieciocho años 
y ser candidatos a diputados a los veintiuno y a 
senadores a los treinta. Las modificaciones acer- 
ca del registro de nuevos partidos se hizo aún 
más complicado y dificil de cumplir. 

La concesión más importante a la oposición 
fue aumentar el número de diputados de partido 
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de 20 a 25. Este tipo de diputados fueron inclui- 
dos en 1963 a iniciativa del entonces presidente 
Adolfo López Mateos, con el fin de institucionali- 
zar la representación de los partidos minorita- 
rios. 

Con certeza podemos afirmar que las refor- 
mas electorales efectuadas a inicio de los años 
setenta fueron una repercusión más del movi- 
miento del 68. Otra consecuencia fue abrir el 
paso a la insurgencia política y social, porque 
fueron realmente esos movimientos políticos y 
sociales los que impulsaron la reforma política 
de 1977. 

El primer signo de flexibilidad gubema- 
mental fue la puesta en libertad de los presos 
ferrocarrileros en 1970, demandada por el mo- 
vimento estudiantil. Posteriormente saldrían de 
la cárcel los presos del 68. A partir de ahí se 
inicia la ampliación del movimiento popular. 
Los ferrocarrileros se reorganizaron, aunque di- 
vididos; los electricistas del S T E M ;  los tranvia- 
rios, los trabajadores de la industria automotriz: 
el sindicalismo universitario, que esta década se 
convertiría en pivote y caja de resonancia de las 
luchas obreras y populares. Los campesinos no 
se quedaron atrás en sus movilizaciones levan- 
tando todavía como bandera principal el reparto 
agrario. Su acción culminaría con la expropia- 
ción de 100 mil hectáreas en el valle del Yaqui. 

La  característica política más novedosa 
fue, sin duda, la creación de frentes populares 
alrededor de los movimientos de solicitantes de 
predios urbanos, aglutinando a campesinos, 
obreros y vendedores ambulantes. La  actitud de 
estos frentes fue antipartidista y antielectoral. 
La otra vertiente importante fue la formación de 
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partidos políticos que vendrían a enriquecer el 
combate democrático y el espectro político nacio- 
nal. A principios de la década de los setenta los 
partidos políticos existentes eran ~ R I ,  PAN, Pps 
y PAM. Estos dos Últimos de tiempo atrás ha- 
bían tomado la “costumbre” de apoyar al partido 
oficial; posteriormente se ganarían el nombre de 
”partidos paraestatales”. Los partidos que sur- 
gen en esta época son el Partido Mexicano de los 
Trabajadores (Phi“) el Partido Socialista de los 
Trabajadores CpST), Partido Revolucionario de 
los Trabajadores (PRT) y, por el lado de la dere- 
cha, el Partido Demócrata Mexicano (PDM), he- 
redero del movimiento sinarquista? 

Ante la movilidad política y social de 10s 
años setenta y la ausencia de contrincantes de 
José =pez Portillo, candidato del partido ofi- 
cial, las elecciones presidenciales de 1976 fueron 
sumamente desangeladas? Célebre se hizo en 
aquellos años la caricatura de Rogelio Naranjo, 
en donde se encontraba el candidato guberna- 
mental vestido de torero en medio de un ruedo 
con la plaza vacía, diciendo ‘pinche papelito, sin 
toro, ni nada, ni nadie”.” Tal imagen reflejaba 
lo contraproducente que era para la legitimidad 
gubernamental encontrarse en la arena política 
sin contrincantes. Para tenerlos era indispensa- 
ble reformar la legislación electoral. 

Con la ley en la mano 

Podemos adelantar la tesis de que la legislación 
electoral mexicana posrevolucionaria tuvo como 
objetivos fundamentales institucionalizar y re- 
novar mecanismos que permitieran al grupo en 
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el poder mantenerse en él. La ley para la Elec- 
ción de Poderes Federales, del 2 de julio de 1918, 
es la que inicia el proceso de institucionaliza- 
ción, al menos formalmente, de las contiendas 
electorales y estará vigente durante 28 años. 
Esta ley contiene ordenamientos generales y 
laxos, aunque también un principio fundamen- 
tal que ha prevalecido en todas las legislaciones 
posteriores y es el control mantenido por el 
gobierno en los organismos electorales. Otro ele- 
mento importante existente en esa ley es el de 
la integración de las mesas directivas de las 
casillas por los primeros cinco ciudadanos que 
llegaran al lugar asignado para su instalación." 
Naturalmente los primeros en llegar eran siem- 
pre los partidarios del gobierno: la conformación 
de las mesas directivas derivaba frecuentemen- 
te  en actos de violencia." 

La consolidación del proceso de institucio- 
nalización de los procesos electorales realmente 
se da con la promulgación de la Ley Electoral 
Federal del 7 de enero de 1946. Esta institucio- 
nalización tiene como objetivo impedir que 
miembros de la "familia revolucionaria" pudie- 
ran indisciplinarse y evitar así candidaturas 
independientes como ya había sucedido en va- 
rias ocasiones. Por eso esta ley ya establece el 
requisito del registro de los partidos políticos 
para que pudieran participar en los procesos 
electora le^.'^ También pretende evitar la volati- 
lidad de los partidos, que aparecían y desapare- 
cían a voluntad de los caudillos. 

La  Ley Electoral del 4 de diciembre de 
1951 mantiene prácticamente la misma estruc- 
tura, pero afina y complica los requisitos para 
el registro de los nuevos partidos, manteniendo 

la decisión discrecionalmente en manos del Es- 
t a d ~ . ~ ~  Las modificaciones de 1963 establecen 
el derecho para los partidos políticos minorita- 
rios a tener diputados de partido." Este cambio 
reconoció la existencia de nuevos actores políti- 
cos fuera de la "familia revolucionaria", a los 
cuales era necesario dar un espacio de expre- 
sión. E n  ese caso particular se encontraba el 
PAN, porque el Pps y el P m  realmente juga- 
ban otro papel en los mecanismos del sistema 
político. 

Las reformas fundamentales de la Consti- 
tución y Ley Federal Electoral de 1973 fueron la 
disminución de la edad para ser candidatos a 
diputados de 25 años a 21 y para senadores de 
35 a 30, se establecieron prerrogativas para que 
los partidos tuvieran acceso a la televisión y la 
radio en tiempo de elecciones, franquicias pos- 
tales y telegráficas. Los requisitos para el regis- 
tro de nuevos partidos se modificaron. Se dismi- 
nuyó el número de miembros para la obtención 
del registro, pero los demás requisitos eran más 
complejos e hicieron el registro practicamente 
inalcanzable." 

Después de esta brevísima reseña de algu- 
nos aspectos importantes de las legislaciones 
electorales de 1918 a 1973 y antes de entrar de 
lleno al análisis de la reforma política (más bien 
eledoral) de 1977, es necesario responder a la 
pregunta ¿De qué le han servido las elecciones 
al sistema político surgido de la Revolución? 
"En México las elecciones cumplen muchas de 
las funciones que normalmente les correspon- 
den en otros sistemas políticos: son fuente legi- 
timadora de las formas de organización del 
poder, de autoridades y políticas gubernamen- 

70 



Luchas sociales y procesos electorales 

tales; son instrumentos de socialización política 
y canal de comunicación entre gobernantes y 
gobernados. Aunque las elecciones no son el 
verdadero mecanismo de designación de los go- 
bernantes, sirven para seleccionar a un sector 
del personal político, pero en sentido inverso a 
como operan en los regímenes democráticos: en 
lugar de que el proceso transcurra de abajo 
hacia arriba, funciona de arriba hacia abajo. 
Los escrutinios mexicanos también han desem- 
peñado una función estabiiizadora, son expre- 
sión -si s e  quiere limitada- de 
reivindicaciones políticas y válvula de escape 
de tensiones sociales.’7 

Cuando los gobiernos se alejaban más en 
el tiempo de la revolución y avanzaba el proceso 
de institucionalización económico y político, 
las elecciones fueron adquiriendo una mayor 
preponderancia en el proceso de legitimación. 
Por eso mismo se fueron abriendo espacios, 
aunque fueran limitados, para la oposición, 
en este caso el PAN, o se creó una oposición 
artificial como lo fueron durante muchas déca- 
das el PPS, y el PARM. Por eso cuando en 1976 
sólo hay candidato presidencial del PRI y el PAN 
no lanza el suyo por problemas internos y el PPS 
y PARM apoyan al candidato oficial, la legitimi- 
dad presidencial recibe una seria ‘abolladura”. 
Esta situación es un elemento que va a pesar 
en el ánimo gubernamental para abrir el siste- 
ma a nuevos actores que serán legalmente re- 
conocidos. E l  otro factor fundamental es el 
ascenso de la lucha política y social en los 
primeros años de la década de los setenta, co- 
secuencia del movimiento de 1968, a lo que 
había que dar una salida. 

La reforma política 

Para 1977 la izquierda había dejado a un lado 
sus diferencias en torno a las elecciones del año 
anterior y presentaba un frente común en el 
impulso a las reformas electorales necesarias 
para abrir cauce a la participación democrática 
de la población. E s  así como el KM, P W ,  Movi- 
miento de Organizaciones Sociales mos), poste- 
riormente Partido Socialista Revolucionario 
(PSR) y el PPS mayoritario (una fracción del Pi% 
encabezada por Alejandro Gazcón Mercado que 
se escindió debido a las elecciones de gobernador 
en Nayarit) realizan acciones conjuntas con el 
objetivo de reformar la legislación electoral para 
que se ampliaran los espacios democráticos. 

Con el discurso, ya clásico, de Jesús Reyes 
Heroles, Secretario de Gobernación, arranca de 
hecho la Reforma Políticas. E n  síntesis en ese 
discurso se plantea la decisión del Estado de 
flexibilizar las reglas electorales para aceptar la 
pluralidad y abrir el riesgo a las nuevas opcio- 
nes políticas, aunque siempre con la concepción 
de que era gracia del Estado otorgar una repre- 
sentación a las minorías políticas. El plantea- 
miento expuesto por Reyes Heroles tiene una 
nitidez meridiana, su visión se apoya en la idea 
de que la supervivencia del sistema se sustenta 
en el cambio;” obviamente es la transformación 
desde la perspectiva del grupo gobernante. Lo 
adecuado para los hombres que detentan el po- 
der es dar a las minorías voz y un espacio político 
para que puedan expresarse y sientan que de 
alguna manera comparten el ámbito del poder. 
Las aportaciones más novedosas de la Ley de 
Organizaciones Políticas y Procesos Electorales 
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fueron: la posibilidad del registro de nuevos 
partidos por el eistema del registro condiciona- 
do, además se les declara entidades de interés 
público; se abre un "carril" para que las minorías 
tengan permanentemente representación en el 
Congreso con Ias cien diputaciones plurinomi- 
nales que también se hace extensivo, por modi- 
ficación del 115 constitucional, a las legislaturas 
locales y ayuntamientos; el Estado no pierde el 
control de los procesos electorales, debido a la 
conformación de los organismos electorales. Ar- 
mado el sistema politico con una reluciente le- 
gislación electoral se celebran los comicios de 
1979, de donde saldrán electos legisladores del 
KM, PST y PDM. 

El escenario nunca esperado 

Una preocupación fundamental del Estado du- 
rante el gobierno de Echeverria fue recuperar la 
legitimidad perdida por la solución sangrienta 
al movimiento estudiantil popular de 1968. En 
ese camino se encuentra la "apertura democrá- 
tica" y los tintes de populism0 que marcaran la 
gestión gubernamental durante ese sexenio, así 
como una política exterior activa e inde- 
pendiente que tuvo momentos brillantes, como 
la solidaridad con Chile cuando el gobierno del 
presidente Salvador Allende fue derrocado y él 
asesinado por los militares. 

Sin embargo en este periodo se relajó el 
férreo control obrero; se pudieron registrar al- 
gunos sindicatos independientes y los movi- 
mientos campesino y popular tomaron auge. A 
pesar de los devaneos populistas del régimen, la 

represión fue álgida, no sólo contra el movimien- 
to guerrillero que se desarrollaba en Guerrero 
con Genaro Vá,.quez y Lucio Cabañas o contra 
la guerrilla urbana, con la Liga 23 de Septiem- 
bre como principal organización. El ejército fue 
utilizado contra los obreros ferrocarrileros y 
electricistas cuando el Estado consideró que su 
demanda de democracia sindical podia poner en 
riesgo la estabilidad del sistema. Muchos lucha- 
dores sociales fueron reprimidos aduciéndoles 
relaciones con el movimiento guerrillero. Báste- 
nos recordar la colonia Rubén Jaramillo en el 
estado de Morelos.20 

Por otra parte, a pesar de las constantes 
peroratas populistas del régimen los empresa- 
rios no dejaron de recibir apreciables ganancias. 
En 1973 las utilidades de las empresas fueron 
los mayores en 15 años.21 A pesar de eso los 
empresarios y los sectores medios tradicionalis- 
tas no perdonaban al Estado su afán interven- 
cionista en la economía, su discurso populista y 
la modificación de los libros de texto gratuitos 
donde se enseñaba educación sexuaI y se habla- 
ba de la existencia de los países socialistas. Pero 
donde los empresarios vieron directamente afec- 
tados sus intereses fue, por una parte, en la tibia 
intención de llevar a cabo una reforma fiscal, lo 
que provocó la furia empresarial, y por otra, en 
la expropiación a Ties del sexenio de Echeverria 
de 100 mil hectáreas en el Valle2del Yaqui. Esos 
agravios no serían perdonados. 

En este mismo período hizo crisis la política 
basada en el déficit fiscal y la deuda externa 
para subsidiar el desarrollo industrial del pais, 
léase de los empresarios, que eran quienes se 
llevaban la mayor parte del pastel. Según estu- 
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dio de 1972, de un total de 72 países analizados, 
sólo cinco tenian cargas fiscales menores a las 
de México.% La culminación de esa política fue 
la primera devaluación en 22 años, realizada a 
fines de 1976, la cual alcanzó 100 por ciento. 

Ai llegar José López Portillo a la presiden- 
cia, su principal ocupación y preocupación fue 
reconciliar al régimen con los poderosos señores 
del dinero. Fue cuando encontró la “tablita de 
salvación“ en el petróleo. De pronto los yaci- 
mientos de las reservas probadas crecieron in- 
conmesurablemente, de 6 400 millones de barri- 
les a 11 mil millones. El Ooom petrolero” trajo 
la ilusión a la élite gobernante creído por am- 
plios sectores de la población de que el problema 
fundamental del pais sería a partir de ese mo- 
mento saber como se administraría la riqueza 
proveniente de la exportación petrolera.14 

La derrama financiera por los ingresos pro- 
venientes de los préstamos y de la venta de 
petróleo hicieron creer a ciertos sectores sociales 
que el sueño se convertía en realidad. Eso suce- 
dió por un lado, pero por otro los mecanismos de 
cooptación y control contuvieron durante este 
periodo el movimiento popular en general que 
no supo ni pudo encontrar una alternativa para 
que sus demandas fueran atendidas. En el sec- 
tor obrero los controles se ajustaron y en el 
campo la división de las organizaciones, la ges- 
tión interminable y la esperanza de alcanzar un 
pedazo de tierra, mantuvieron la “tranquilidad”. 

La ilusión petrolera se evaporó antes de 
que se cosecharán los frutos. Ampliar la plata- 
forma de explotación petrolera requirió de cuan- 
tiosas inversiones que sólo podían venir del cré- 
dito externo. Para 1984 la deuda externa de 
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Pemex era de 20 mil millones de dólares.26 Ade- 
más, al peFsistir ei inism0 modelo de subsidios, 
el resultado fue el sobreendeudamiento extarno, 
que aunado a la baja de los precios del petróleo 
en 1982 trajo como consecuencia el cam econó- 
mico y en la desesperación de sentirse traiciona- 
do, el presidente López PortilIo nacionalizó la 
banca tres meses antes de concluir su mandato. 

La década de los oc$enta se iniciará propia- 
mente para M4xico en 1982, con la transmisión 
de la banca preddenckl de López Portillo a 
Miguel de la Madrid. La elección del candidato 
fue definida en buena medida por la grave crisis 
que vivía ennnl pais y nuevamente con inten- 
ción de calmar los disgustos empresariales. Pero 
ya no todo podía seguir igual. Los agravios a las 
clases medias tradicionalistas y a los empresa- 
rios desembocarían en una franca insubordina- 
ción cívica que encontraría su catalizador en el 
PAN, situación reforzada por la aparición de la 
Iglesia en el escenario político, por la visita del 
Papa al pais en 1979 y por el proyedo que tiene 
éste para que la Igiesia ocupe un espacio político 
en la sociedad.28 

Por estas razones, las elecciones locales de 
1983 y 1986 y las federales de 1985 tuvieron 
particular relevancia," ai conjugarse una serie 
de factores políticos y sociales. Ahí confluyeron 
los empresarios más decididos, como Clariond, 
Ruffo, Clouthier y Barrios, y los sectores medios 
con condiciones de vida desahogada, pero gol- 
peados por la crisis y los obispos defensores del 
voto. Además es necesario agregar otro eiemen- 
to de suma trascendencia: sectores importantes 
del gobierno norteamericano vieron con buenos 
ojoa la posibilidad del bipartidismo PRI-pAN an- 

$el .Kiterna a csnseGuencia de la 
m. 

La inbmidn del & e m a  de 
desoorr&nto social por el camino e 
me& a revertirsele c m  los sectores sociales 
que menos esperaba. Entcnces se habló de una 

mente atareados en Bmoontrar mejores formas 
de sobrevivir indiviauaknente, aunque cobija- 
dos por el ámbito de la 
la solidaridad del barri 
eso sí, sin perder la cuenta de las ofensas y 
humillaciones recibidas del sistema. 

En esa década se dan la tendencia a la 
unidad de la izquierda partidaria y la continui- 
dad en la dispersión del movimiento social. La 
primera encontró su primer eslabón en 1981 con 
el nacimiento del Partido Socialista Unificado 
de México (psUM), llegando al segundo paso con 
la formación del Partido Mexicano Socialista 
(PMS) en 1987. En este Último se aglutinaron las 
más diversas corrientes de izquierda partidaria 
en el país, actuantes desde la década de los 
sesenta (exceptuando al FCM que era la más 
antigua). 

Fue el reencuento de viejas separaciones y 
la unión de senderos escindidos por desacuerdos 
tácticos. Debemos señalar que la breve vida del 
PMS no resultó sencilla, porque no sólo fue la 
unión de virtudes, sino también la conjunción de 
vicios y deformaciones, muchas de ellas deriva- 
das de la marginalidad política de años o de la 
cultura política del grupo en el poder. 
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Un desastre natural, el sismo de 1985 en la 
ciudad de México, vino a poner en entredicho la 
capacidad estatal de enfrentar los problemas de 
la población. Pero sobre todo demostró la habi- 
lidad organizativa de la sociedad en su conjunto. 
Mientras el gobierno aconsejaba guardar la cal- 
ma y no salir a la calle, miles de jóvenes se 
apropiaron de la ciudad, y en muchos casos sólo 
con la imaginación herramienta empezaron a 
rescatar a los sobrevivientes y los cádaveres de 
una ciudad que se negaba a morir por la incapa- 
cidad, la imprevisión y la corrupción del aparato 
estatal.30 De los escombros de vecindades, casas 
y edificios surgió el movimiento urbano más 
vigoroso de los últimos años; pero sobre todo una 
lección para el país: la sociedad es capaz de 
organizarse y de enfrentar y solucionar proble- 
mas graves. Fue la seguridad de que en lo indi- 
vidual, pero con el colectivo, se puede decidir el 
rumbo social. 

Un año antes la sociedad civil ya había teni- 
do una muestra de la negligencia de las autori- 
dades en el caso de la explosión de San Juanito y 
también había demostrado su capacidad solida- 
ria. En estos hechos quedó impregnado en el aire 
la autojustificación gubernamental y el uso de la 
mentira como velo para ocultar incapacidades. 
L a  celebración del mundial en 1986 no pudo res- 
tañar las heridas de la crisis y los fenómenos 
naturales. Durante ese año y el siguiente se de- 
sarrolló un masivo movimiento estudiantil en 
contra de ciertas medidas impuestas por el rector 
Jorge Carpizo. Este movimiento democratizador 
en la universidad fue el augurio de futuros cam- 
bios. E l  escenario para las elecciones presiden- 
ciales estaba prácticamente listo?’ 

El Estado, previsor ante cualquier even- 
tualidad que pudiera presentarse en las eleccio- 
nes en 1988, promulgó el Código Federal Elec- 
toral un año antes. E n  lo esencial este “Código 
para un Proceso” mantiene las limitaciones de 
la anterior legislación, pero evita el registro de 
los partidos políticos condicionado al resultado 
de las elecciones. Se aumenta el número de 
diputados a 500, de los cuales 300 son electos por 
el sistema de mayoría relativa y 200 por el de 
representación proporcional. Lo que si queda 
muy claro en el Código es el candado por el cual 
el partido oficial se garantiza la mayoría abso- 
luta del Congreso, aunque sea la mayor de las 
minorías. E l  código establece que “al partido 
mayoritario se le asignará un porcentaje de la 
Cámara igual al porcentaje de la votación nacio- 
nal efectiva que obtenga en la elección y el resto 
de las di utaciones se distribuirá entre la opo- 
sición . Y 313 

Llegó la hora 

La designación del candidato presidencial 
del PRI tuvo similitud y diferencia con las ante- 
riores. La  similitud dio en el fondo del procedi- 
miento, porque en apariencia hubo cambios. La 
diferencia se cristalizó en las razones que incli- 
naron ”el fiel de la balanza” hacia la persona de 
Carlos Salinas de Gortari, cercano colaborador 
del entonces presidente Miguel de la Madrid, al 
que lo une no sólo la amistad sino la comunión 
de ideas acerca del proyecto “modernizador” 
para México. E n  consecuencia el continuismo 
estaba asegurado, pues Miguel de la Madrid 
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sent6 las bases para echar a andar el proyecto 
neoliberal. 

Para lograr eso el grupo tecnocrático co- 
mandado por De la Madrid marcó el puntual 
sometimiento de los intereses de la nación a los 
Mandatos del Fondo Monetario Internacional 
FMI. La política económica de México pasó a ser 
definida por el FMi mediante la f m a  de las 
Cartas de intención. La apertura indiscrimina- 
da a la inversión extranjera y el ingreso al GATT 
complementaron las acciones que satisfacían las 
exigencias de los centros financieros internacio- 
nales. La errática política económica no pudo 
controlar el monstruo de las mil cabezas que es 
la inflación, ha cual devoró los depauperados 
ingresos populares, y durante la última década 
los salarios perdieron el 6% de su poder adqui- 
sitivas Pero no sólo los trabajadores fueron 
golpeados por la crisis económica, los pequeños 
y medianos empresarios fueron a la quiebra. La 
clase media, de la que forman parte los trabaja- 
dores al servicio del Estado, tradicional apoyo al 
régimen, es duramente afectada. 

Las acciones del gobierno benefician funda- 
mentalmente a un pequeño número de grandes 
empresarios, tal vez únicamente al grupo de los 
300 que hablara Agustín F. Legorreta cuando 
era presidente del Consejo Coordinador Empre- 
sarial. SegJn datos del INEGI, las ganancias 
empresariales en 1990 fueron de 125.2 billones 
de pesos.% 

Antes del 6 de julio nadie tenía la certeza 
de lo que sucedería. La incertidumbre se respi- 
raba en el aire. Los analistas políticos daban por 
seguro el triunfo del candidato oficial, y algunos, 
apoyados en encuestas, consideraron que este 

triunfo se lograría con una votación no menor 
del 50% 

El gobierno y su partido desarrollaron una 
campaña electoral con altibajos. En un principio 
realizaron grandes concentraciones; posterior- 
mente el candidato oficial Carlos Salinas de 
Gortari consideró que ese tipo de eventos era 
innecesario y bastaría con reuniones reducidas 
como actos de campaña. Ai f i ial el PRI volvió a 
las concentraciones masivas para demostrar 
fuerza. Las concentraciones oficiales ocasiona- 
ron un mayor descontento entre los sacarres- 
dos”. Entre elios despertó el llamado de la con- 
ciencia y la dignidad. Elementos tan difíciles de 
cuantificar con ‘objetividad”. 

Dentro de la última ofensiva propagandis- 
tica, Jozge de la Vega Dominguez declaz-6 que el 
mi obtendría 20 millones de votos. Tal a fma -  
ción fue ampliamente repudiada. A lo largo de 
la campaña electoral los partidos opositores fue- 
ron defendiendo los campos. El PAN se presentó 
con empuje, reforzado por las características 
particulares de su candidato, pero con un pro- 
grama económico que no poco difería del imple- 
mentado por Miguel de la Madrid y su delfín 
Carlos Salinas de Gortari. Políticamente la di- 
ferencia se encuentra en los postulados demo- 
cráticos esgrimidos por el PAN. El PDM se pre- 
sentó en la  contienda con un candidato gris y con 
planteamientos del mismo tono, pasando sin 
pena ni gloria por las prueba de las urnas. 

La izquierda inició una campaña electoral 
en tres frentes, por un lado el PRT con la candi- 
datura de Rosario Ibarra de Piedra, quien se 
declaró como la alternativa socialista para la 
nación. El partido Mexicano Socialista (Phis) 
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lanzó la candidatura de Humberto Castillo, can- 
didato en elecciones primarias quien planteó un 
programa mínimo de transformaciones políticas 
y sociales con la idea de construir una “alterna- 
tiva de poder para el pueblo”. Por último encon- 
tramos la candidatura de Cuauhtémoc Cárde- 
nás, que en un primer momento intentó cambiar 
los procedimientos para la designación del can- 
didato del partido oficial, para lo cual formó la 
Corriente Democrática junto con miembros de 
ese partido, siendo una de las figuras más rele- 
vantes Porfiiio Muñoz Ledo, ex secretario de 
Estado, ex presidente del PRI durante el gobier- 
no de Echeverría y ex representante de México 
ante la ONU en el gobierno de Miguel de la 
Madrid. Al no lograr su objetivo la Corriente 
Democrática salió del partido oficial y fue enton- 
ces cuando Cuauhtémoc Cárdenas se afilió al 
P A M  y fue electo candidato a la presidencia de 
la República. 

La  afiliación de Cárdenas al P A M  y el apo- 
yo logrado para su candidatura por parte del 
Partido Popular Socialista y el Partido del Fren- 
te Cardenista de Reconstrucción Nacional pro- 
vocaron al principio desconfianza por el pasado 
de esos partidos que siempre se encontraron al 
cobijo del poder. Estos partidos formaron inicial- 
mente el Frente Democrático Nacional. El desa- 
rrollo de las campañas electorales y la moviliza- 
ción popular lograda fue aglutinando las distin- 
tas posiciones populares para conformar una 
con verdadera fuerza. Además de los partidos 
mencionados se acercaron a la candidatura de 
Cuauhtémoc Cárdenas distintos movimientos 
sociales. Pero en definitiva el salto cualitativo lo 
dieron los actos de la Comarca Lagunera, Mi- 

choacán y Ciudad Universitaria. A partir de ahí 
la campaña cardenista cambió cualitativamen- 
te, se hizo evidente que había un despertar 
popular y en consecuencia se estaba perfilando 
una alternativa. 

Fue en este contexto a principios de junio, 
cuando Heberto Castillo, respaldado por el Co- 
mité Ejecutivo Nacional del PMS y en fecha 
próxima a los comicios decidió declinar su can- 
didatura a favor de Cuauhtémoc Cárdenas. Pa- 
ra sellar el acuerdo se f m ó  un convenio entre 
el PMS y la Corriente Democrática. Esta acción 
potenció aún más la campaña cardenista. La 
unidad lograda fue un paso en la esperanza de 
alcanzar el poder. 

Heberto Castillo representaba parte impor- 
tante de la tradición en la lucha popular de los 
últimos treinta años. Cardenas era en ese mo- 
mento el candidato de la oportunidad y la coyun- 
tura, de la nostalgia de los mejores tiempos de 
la revolución mexicana. La política es acción, 
pero también es sueño, es sentimiento y es nos- 
talgia. Todo ello conforma una realidad y a esa 
realidad se respondió con audacia. 

El aglutinamiento de fuerzas que se dio en 
torno a la candidatura de Cárdenas se convirtió 
en un polo atractivo para los ciudadanos. Natu- 
ralmente esto no es suficiente para explicar la 
posterior insurgencia cívica que se manifestó 
abiertamente el día 6 de julio. Para explicarla 
también debemos analizar la pérdida de legiti- 
midad del Estado. 

Algunos pilares ideológicos importantes 
para la legitimación del Estado mexicano con- 
temporáneo derivadas de la revolución de 1910 
son: la insistencia de que actúa dentro de la ley 
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y respeta las instituciones emanadas del movi- 
miento armado; el uso de la historia para vali- 
dar las acciones políticas del presente (el 
Estado se apropió de los héroes nacionales y les 
configuró una personalidad conforme a sus in- 
tereses); la justicia social como objetivo funda- 
mental de los gobiernos herederos de la  
revolución; el nacionalismo como parte esencial 
de la conducta oficial en lo referente a la sobe- 
ranía nacional y el respeto a la autodetermina- 
ción de los pueblos: la no reelección y la puntual 
realización de las elecciones para efectuar los 
cambios en la cúpula gobernante. 

Los primeros gobiernos posrevolucionarios 
estuvieron más o menos cerca de estos pilares. A 
partir de 1940 el distanciamiento de los gobiernos 
de esos postulados fue acentuándose a la par que 

se afinaban los mecanismos de control corporati- 

Pero definitivamente es en los dos últimos 
sexenios en los que se profundiza el divorcio 
entre el Estado y los planteamientos que le 
dieron fuerza y sustento por muchos &os. To- 
davía durante el gobierno de López Portillo se 
sostuvieron algunos postulados nutridos por 
esas fuentes ideológicas. A partir de la adminis- 
tración de Miguel de la Madrid se inicia la im- 
plantación del modelo neoliberal, el cual encaja 
adecuadamente en la perspectiva de la nueva 
división internacional del trabajo impuesta por 
las potencias capitalistas. 

La implantación de ese modelo ha requeri- 
do que el Estado abandone las fuentes de legi- 
timación surgidas de la revolución, lo que le fue 

vo. 
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restando credibilidad. S u  política económica 
contradecía los postulados de la revolución. La 
legalidad de los procesos electorales estaba du- 
ramente golpeada; la cultura del fraude promo- 
vida y desarrollada desde el poder fue sentando 
sus reales al paso de los años. 

La legitimidad de un gobierno se mide 
fundamentalmente en el grado de credibilidad 
que tiene entre sus gobernados. E l  discurso 
político gubernamental ha perdido certidum- 
bre entre la ciudadanía. Es así como la ausen- 
cia de credibilidad en el gobierno desembocó 
en un antipriísmo militante que se manifestó 
en las urnas. Fue Cuauhtémoc Cárdenas quien 
capitalizó, en votos, la esperanza de cambio de 
un gran número de mexicanos. Sólo así se 
puede explicar que haya recibido, según los 
resultados oficiales, el 31.6% de la votación, la 
más elevada que haya recibido cualquier can- 
didato opositor a la  presidencia en toda la 
historia de México.% 

El anuncio del triunfo del candidato del 
PRI, Carlos Salinas de Gortari, l o  dio a cono- 
cer el presidente del partido oficial la ma- 
drugada del 7 de julio y fue confirmado días 
después por las cifras oficiales. E l  gobierno 
se apresuró a conocer el triunfo de su candi- 
dato en el momento en que no existían cifras 
porque el sistema de cómputo se cayó. La 
causa de que no se dieran a conocer los datos 
la noche de las elecciones es que las que se 
podían proporcionar eran las del Distrito 
Federal y del Estado de México, que eran 
adversas al  candidato oficial. Esas  cifras da- 
ban el triunfo a Cuauhtémoc Cárdenas. A 
partir de ese momento se iniciaron acciones 

fraudulentaspormedioscibernéticosorcguesta- 
dosdesdelaSecretaríadeGobernación. 

El  día 6 se dieron irregularidades en las 
casillas frecuentes desde años atrás: expulsión 
de representantes de los partidos de oposición, 
rellenos de urnas, alteración de las actas de 
cómputo y otras muchas. Pero a esas hay que 
agregar las que se produjeron en los comités 
distritales. E l  resultado fue el fraude electoral 
más grande de la historia de México. Sectores 
amplios de la población tienen la certeza de que 
Cárdenas ganó, porque votaron por el. Por eso 
el gobierno en busca de recuperar, aunque sea 
en parte, la credibilidad perdida reconoció triun- 
fos como nunca antes a la oposición. 

El  PAN manifestó que no sabía quién había 
triunfado. Esta actitud es resultado del fraude 
realizado como operación de Estado y el temor 
a que alguien con una opción política popular, 
como es el caso de Cárdenas, llegara a la presi- 
dencia de la república. Entre agitadas sesiones 
del Colegio Electoral, la mayoría priista que ya 
venía perfilada desde los acuerdos de la Comi- 
sión Federal Electoral reconoció al 5'1 260 di- 
putados: 139 al FDN y 101 al PAN. De esta 
manera quedaba asegurada la declaración de 
presidente electo de Carlos Salinas de Gortari, 
que se consumó el 11 de septiembre. A partir 
de las refriegas verbales y casi físicas que se 
dieron en el Colegio Electoral se reinició el 
realineamiento de las Fuerzas políticas del 
país. Nunca antes en la historia contemporánea 
del país un gobierno había enfrentado una pér- 
dida de legitimidad como esta. Las elecciones 
federales de 1988, aunadas al manejo de la 
crisis económica, han hecho que las autoridades 
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dejaran sumamente lastimada la credibilidad 
de la población acerca de su actuación. 

La nueva situación 

El grupo en el poder se ha venido recuperando 
del desconcierto inicial causado por el descala- 
bro electoral de 1988. A partir de la toma de 
posesión como presidente de Carlos Salinas de 
Gortari se inició una fuerte ofensiva para recu- 
perar la legitimidad perdida. Acciones impor- 
tantes realizadas por el gobierno para recompo- 
ner sus fuerzas y recuperar legitimidad son la 
detención de la Quina y de Eduardo Legorreta. 
En el primer caso es evidente que la acción 
gubernamental de ninguna manera persiguió 
objetivos democratizadores. Sebastián Guzmán 
Cabrera, elegido para sustituir a la Quina en la 
dirección del sindicato petrolero, tiene los mis- 
mos antecedentes gangsteriles que éste. La di- 
ferencia radica en la mayor sumisión del nuevo 
secretario general del sindicato petrolero a los 
dictados oficiales. 

El caso de Legorreta podría entrar en la 
valoración popular contenida en el refrán de que 
“el hilo se rompe por lo más delgado”. Este 
empresario logró ganarse con su comportamien- 
to la repulsa púiblica, debido a que muchos pe- 
queños y medianos inversionistas y algunos em- 
presarios no tan pequeños vieron disminuir sus 
inversiones drásticamente en la casa de bolsa de 
su propiedad. Era generalizada la demanda de 
que se hiciera justicia a los inversionistas enga- 
ñados. Sin negar la validez del encarcelamiento 
del financiero para que pague sus culpas, la 

realización de esa acción también tiene una cla- 
ra intención política: mejorar la alicaída imagen 
gubernamental mostrando su disposición de ha- 
cer justicia y dejar sentir al sector empresarial, 
tan prodive en los últimos tiempos a resongarle 
a los presidentes de la república, donde está el 
verdadero poder. El mensaje presidencial a los 
empresarios es claro: “El Estado soy yo”. 

El mismo sentido tiene la captura y enjui- 
ciamiento de José Antonio Zorrilla, ex director 
de la Dirección Federal de Seguridad, como au- 
tor intelectual de la muerte del periodista Ma- 
nuel Buendia, así como de varios ex agentes de 
esa corporación, uno de ellos como autor mate- 
rial del asesinato y otros como cómplices. La  
captura y consignación de los capos de la mafia 
del narcotráfico se ubica en este contexto, aun- 
que también tuvo la intención de ganar adeptos 
en las esferas influyentes de Washington para 
lograr su apoyo en la renegociación de la deuda, 
lo que por cierto sólo supone posponer la explo- 
sión, porque para 1994 estaremos practicamen- 
te igual de endeudados.% 

Estas acciones buscan recomponer la uni- 
dad de mando del Estado, tan deteriorada en los 
últimos años. Para impulsar el proyecto econó- 
mico “modernizador” y enfrentar a la oposicih 
cardenista es necesaria la disciplina en el campo 
del grupo en el poder. Esta disciplina se tiene 
que lograr de cualquier manera. En consecuen- 
cia no sería raro que pronto nos encontraramos 
ante nuevas acciones punitivas contra algunos 
grupos reacios a admitir con mansedumbre la 
dirección del grupo salinista. 

Para reforzar su “legitimidad” el gobierno 
corteja nuevamente a los intelectuales y ha lo- 
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grado que algunos de ellos lo respalden en sus 
acciones y unos pocos acepten colaborar con él 
en la administración pública. También se da la 
cootación de miembros de la oposición rue han 
resultado ser no muy funes en sus convi iones; 
tal parece ser el caso de Evaristo Pérez h e o l a ,  
que se estrenó como asesor presidencial. El go- 
bierno ha realizado otras acciones dirigidas a los 
sectores de oposición, para contribuir a su legi- 
timación como la amnistía silenciosa que trata 
de ocultar, también silenciosamente, el asesina- 
to de luchadores sociales. En lo que va del sexe- 
nio han muerto cerca de 100 personas por razo- 
nes políticas. 

El doble juego también se manifiesta en el 
ámbito electoral. Nuevamente se abrieron las 
compuertas para que fluyeran las opiniones, por 
más críticas que fueran al sistema electoral. 
Pero se aprobó una legislación restrictiva. El 
gobierno está convencido de que con estas accio- 
nes recompondrá su hegemonía sobre la socie- 
dad. Hasta el momento lo ha logrado parcial- 
mente, aunque es dudoso que ese proceso avan- 
ce, debido a cambios sustanciales realizados en 
la ciudadanía. La sociedad mexicana ya no es la 
misma después del 6 de julio de 1988. 

Los límites políticos de la reforma electoral 
se pueden perfilar con claridad si tomamos en 
cuenta los siguientes hechos: 1) Las dificultades 
puestas por el gobierno para el cambio de nom- 
bre del Partido Mexicano Socialista al de Parti- 
do de la Revolución Democrática para que ese 
último obtuviera su registro; 2) La intervención 
gubernamental para dividir al FDN, cooptando 
de nuevo al Partido del Frente Cardenista de 
Reconstrucción Nacional; 3) Las acciones fraii- 

dulentas del gobierno en las elecciones celebra- 
das a fines de 1988, 1989, 1990 y 1991; 4) La 
reforma electoral con su claúsula de gobernabi- 
lidad hecha por el PRI y su posterior afiiación 
al modificarla en enero de este año afiia los 
mecanismos para que el partido oficial sea una 
mayoría real, en caso de obtener la minoría de 
votos en las próximas elecciones federales. 

Ante esta situación los posibles escenarios 
no son muy abundantes. En primer lugar está 
presente la posibilidad de entrar en una etapa 
de indefinición, en la que ninguna de las fuerzas 
políticas tenga el suficiente sustento que haga 
viable su proyecto político, sobre todo por no 
contar con el consenso social suficiente. Como el 
proyecto económico neoliberal sólo se garantiza 
con la permanencia del grupo salinista en el 
poder, para lograrlo el sistema ha recurrido a 
fortalecer el poder presidencialista, ahondando 
el centralismo y el autoritarismo político. 

Esto se comprueba al hacer un breve balan- 
ce general de las elecciones posteriores al 6 de 
julio de 1988. A pesar del triunfo reconocido al 
PAN en Baja California no se respetaron los 
triunfos del PRD en las elecciones locales de 
Michoacán y Guerrero, lo que deja entrever una 
táctica de democracia selectiva y una ofensiva, 
legal e ilegal, con el fin de obstaculizar la conso- 
lidación del PRD como una fuerza política orga- 
nizada. 

En 1990 la temperatura de los procesos 
electorales locales disminuyó, se perFi1ó la ten- 
dencia hacia el abstencionismo. El gobierno ha 
logrado recomponerse, aunque esto pudiera ser 
circustancial, echando a andar, entre otros me- 
canismos, al Pronasol. En las elecciones celebra- 
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das en la primera mitad del año en Hidalgo, Baja 
California Sur, Quintana Roo, Nayarit y San 
Luis Potosí, el partido oficial se llevó el carro 
completo y no reconoció ningún triunfo a la 
oposición. 

Las propuestas partidistas para esas elec- 
ciones no fueron lo suficientemente fuertes pa- 
ra  atraer la  atención pública nacional e 
internacional. Sobre todo porque los preparati- 
vos, la visita y posterior análisis de la llegada 
del Papa Juan Pablo I1 al país en el mes de 
mayo opacó cualquier suceso. Además, fue evi- 
dente la intención gubernamental de utilizar la 
visita papal con fines electorales. Recordemos 
Chalco. 

E l  resto de las elecciones se llevó a cabo en 
octubre y noviembre, en Coahuila, Hidalgo, Mé- 
xico y Yucatán. A excepción de las de Hidalgo, 
el gobierno esperaba que fueran conflictivas, por 
el arraigo oposicionista existente en esas tres 
entidades. Ai final las cuatro lo fueron, debido a 
importantes desprendimientos del partido ofi- 
cial en Hidalgo que engrosaron las filas del PRD. 
Aquí los hechos de relevancia nacional previos 
a las elecciones con el fin de inducir el voto 
ciudadano a favor del partido oficial fueron, en 
agosto, la semana de la solidaridad y, en noviem 
bre, la entrega de los tortibonos a las familias de 
más bajos ingresos. 

Las actividades promocionales del gobier- 
no no evitaron la votación en favor de los par- 
tidos opositores, al menos en la magnitud que 
lo deseó. Pero sí logró que el PRI se alzara como 
la minoría más grande. Las líneas comunes 
más relevantes de las elecciones de 1990 y 1991 
son las siguientes: 

1) algunos analistas consideran que el abs- 
tencionismo en estas elecciones fue superior al 
65%. El  Doctor Luis Javier Garrido sostiene la 
tesis (La Jornada, 30 de noviembre de 1990) de 
que existe una clara tendencia al aumento de la 
participación ciudadana en las elecciones, aun- 
que éstas sean locales, pues hasta 1988 no par- 
ticipó más del 200h del electorado. Este plantea- 
miento parece acercarse a la realidad, pues las 
elecciones presidenciales demostraron la poca 
confiabilidad que se puede tener en las estadisi- 
ticas electorales anteriores. 

2) Se presentaron elementos unitarios en- 
tre el PRD y el PAN que no son para echar las 
campanas al vuelo, pero tampoco para desde- 
ñarlos en el análisis. Tal es el caso de la defensa 
común que hicieron del voto en Yucatán y la 
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participación de diputados de ambos partidos, 
incluidos algunos del PARM, en la comisión 
investigadora de la represión gubernamental 
en Tejupilco; aunque últimamente se ha dado 
un alejamiento, sobre todo a partir del registro 
de la candidatura de Porfirio Muñoz Ledo a 
la gubernatura de Guanajuato, hecho que 
reducirá la posibilidad de triunfo que tenia 
el PAN. 

3) La actitud del grupo en el poder de instru- 
mentar una democracia selectiva, de la cual fue 
objeto el PRD y también el PAN en Yucatán al 
reconocérsele el triunfo de Mérida; pero en las 
elecciones extraordinarias de los municipios en 
que fueron anuladas, el PRI echó a andar la 
aplanadora. 

4) El gobierno, para llevar a cabo la táctica 
anterior, viola sistemáticamente la legalidad. 

Luchas sociales y procesos electorales 

5) Se acrecienta el uso de los recursos pú- 
blicos en las campañas del partido oficial. El 
Pronasol se ha convertido en un instrumento 
sustantivo de la estrategia para recuperar el 
voto perdido en las elecciones de 1988. 

6) Las elecciones del estado de México y las 
de Morelos perfiian una nueva táctica oficial 
consistente en garantizar para el PRi cuando 
menos la misma votación que obtuvo en 1988; 
agregándole el ingrediente de la abstención y 
naturalmente, como último recurso, acciones 
fraudulentas menos burdas que las tradicional- 
mente utilizadas. 

7) La lucha social, que tuvo un repunte en 
1989 con los mineros de Cananea, el movimiento 
magisterial y los productores agrícolas, tuvieron 
un claro descenso en 1990, y las luchas obreras 
y campesinas continuaron en su tradicional ais- 
lamiento. 

8) Luis Donaldo Colosio, presidente del PRI, 
afirmó que en las elecciones de agosto de 1991 
su partido obtendrá entre el 60 y 65 O h  de la 
votación; el PAN entre el 15 y 20, y el PRD menos 
del 10 oh. En cambio si revisamos las tendencias 
del voto priista en los últimos años, nos muestra 
lo siguiente: 

El PRI. desde 1961 que obtuvo el 90 Oh de la 
votación en la elección de diputados federales 
hasta el presente, ha sostenido una tendencia a 
la disminución en la votauón. En 1985 logró el 65 % 
para volver a caer fuertbmente en 1988, año en 
el que recibió sólo el 51.1 %. Su votación decreció 
prácticamente 14 puntos porcentuales. Mismos 
que puede recuperar ahora Colosio, del mi. 

Según las estadísticas oficiales, el mayor 
rango de recuperación electoral obtenido por el 

83 



IZTAPAlAPA 23 

partido oficial fue de 10 puntos porcentuales en 
las elecciones de 1976, en relación a las de 1973. 
Esos mismos 10 puntos los volvió a perder en las 
elecciones de 1979. A partir de ahí nuevamente 
la tendencia a la  baja se regularizó. 

Saltos tan importantes en las tendencias de 
la votación encuentran su explicación s i  existen 
hechos políticos de gran trascendencia que las 
modifiquen. Esto sería en el caso de México, 
donde no existe un sistema electoral competiti- 
vo. E n  1976 no hubo sucesos políticos de gran 
magnitud como para modificar las tendencias 
electorales. Al contrario se dio la candidatura 
única del PRI de José López Portillo a la presi- 
dencia de la república. Entonces lo que explica 
esa modificación en los resultados electorales es 
la decisión política de inflar la votación a favor 
de los candidatos priistas, en particular el de la 
presidencia, para transmitirles legitimidad en 
función del número de votos obtenidos, ya que 
no se podía obtener de la competencia electoral. 

De acuerdo a las tendencias estadísticas, se 
puede pensar más en la disminución de la vota- 
ción oficial que en una recuperación. Esto es lo 
que nos dice la lógica del análisis de las tenden- 
cias electorales, pero ¿cuál es la lógica política del 
grupo salinista para las próximas elecciones? 

Es innegable que el gobierno ha logrado 
recuperar parte de la credilidad perdida en los 
aciagos dias del proceso electoral. También ha 
logrado disminuir al PRD, al que considera s u  

adversario; con el PAN ha llegado 
que en la práctica lo va neutrali- 

zando como partido opositor, más bien está ju- 
gando el papel de partido cogobernante. Debido 
a los elementos anteriores se puede pensar en 

una pequeña recuperación de la votación del 
PRI . 

Además es necesario considmar la ofensiva 
ideológica gubernamwxt e en la re- 
cuperación de la ad i b i  na en sus 
acciones, más allá de lo que realmente se ha 
dado. Esa ofensiva ha centrado su estrategia en 
el fortalecimiento de la figura presidencial, la 
cual se ha consolidado como eje del sistema 
político pero requiere de mayores apuntala- 
mientos que la nutran de legitimidad. 

E s  aquí donde entran en juego las próximas 
elecciones federales, el sistema necesita mostrar 
que la política presidencial, léase proyecto neo- 
liberal, está siendo aceptado por la mayoría de 
la población. Eso sólo se puede lograr obteniendo 
la mayoría de los triunfos y de la votación en las 
próximas elecciones legislativas. Es síntesis, la 
única manera de probar que se ha recuperado la 
legitimidad es mediante votos. 

Obtener la mayoría en las elecciones de 
agosto es una razón de Estado, por eso las decla- 
raciones de Colosio no son gratutitas. En conse- 
cuencia el PRI va a “recibir” la mayoría de los 
triunfos y de los votos. Si el ambiente político 
interno y externo le es adverso sus votos serán 
entre el 55 y el 60 Yo. Pero si se logran neutrali- 
zar ciertos factores que puedan enturbiar la 
imagen gubernamental, logrará entre el 60 y el 
65 oh de los votos. Para acercarse a esta última 
posibilidad se cuenta con que se dé un absten- 
cionismo importante, cercano al 70 % de los 
empadronados. 

Por todo lo anterior podríamos suponer que 
el posible escenario político que vivíremos en los 
próximos años, incluyendo este de 1991 con todo 
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y elecciones federales, será la recomposición del 
régimen, en un empate técnico entre quienes 
empujan con el fin de abrir cauce8 democráticos 
y los neoliberaies en el poder, empecinados en 
llevar adelante su proyecto económico a como dé 
lugar, sin importar la profundización de los ras- 
gos autoritarios del régimen y el acrecentamien- 
to de la depauperización de la mayoría de la 
población. 

Otro escenario, no deseable, pero al fin de 
cuentas posible, es el de la pérdida de la  
estabilidad política, con el surgimiento de bro- 
tes de violencia parcial o generalizada. Tal 
idea pudiera parecer descabellada, pero no 
debemos olvidar la tradición histórica del 
país. Al fin y al cabo, como lo recordara Ma- 
nuel Camacho Solís en un ensayo “la vida no 
vale nada”.”0 

La última posibilidad, anhelada y lejana a 
la vez, es la de una transición democrática, en 
la cual el grupo en el poder establecerá y res- 
petará nuevas reglas en los procesos electora- 
les. Lo anterior es poco probable, pues se 
pondría en riesgo la implantación del proyecto 
neoliberal, debido a que la probabilidad de per- 
der el poder por medio de elecciones democrá- 
ticas se acrecentaría a mediano plazo. 
Transición democrática o riesgo de inestabili- 
dad política es la contradicción que rive el sis- 
tema político en estos tiempos. El proceso 
electoral de agosto servirá para percibir si hay 
cambio o permanece, en los mismos términos, 
la decisión política del grupo neoliberal de man- 
tenerse en el poder independientemente de los 
costos políticos. 
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